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II. RÉGIMEN del COMERCIo
1) Marco institucional

1. El 1º de noviembre de 1993 entró en vigor el Tratado de la Unión Europea (UE)
, firmado en Maastricht el 7 de febrero de 1992.  De conformidad con este Tratado, la UE se basa en tres grandes pilares.  El primero consiste en proseguir la integración bajo el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea
, que actualmente abarca también los asuntos que anteriormente pertenecían al ámbito de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (actualmente expirada)
, y la Comunidad Europea de la Energía Atómica.  Los pilares segundo y tercero, introducidos por el Tratado de la UE, están constituidos por la política exterior y de seguridad y los asuntos de justicia e interior, respectivamente.
2. El cambio más importante del marco institucional de las Comunidades Europeas (CE) desde su último examen ha sido el que supuso el Tratado de Niza
, adoptado en diciembre de 2000 por el Consejo Europeo y en vigor desde el 1º de febrero de 2003 tras su ratificación por los Estados miembros.  El principal objetivo del Tratado es adaptar el funcionamiento de las instituciones europeas a la llegada de nuevos miembros.
3. Dentro del marco institucional actual de las CE
, los principales órganos decisorios son el Consejo de la Unión Europea (generalmente denominado el Consejo)
, el Parlamento Europeo (PE) y la Comisión de las Comunidades Europeas (generalmente denominada Comisión Europea).  Entre las principales responsabilidades del Consejo cabe mencionar:  aprobar las leyes europeas, coordinar las políticas económicas generales de los Estados miembros, concluir los acuerdos internacionales en los que sean parte las CE, aprobar el presupuesto de las CE (junto con el PE), adoptar decisiones relacionadas con la política exterior y de seguridad común y coordinar la cooperación policial y judicial en materia penal.  El PE realiza una labor de supervisión de todas las instituciones de las CE y comparte (con el Consejo) el poder de legislar y de aprobar el presupuesto comunitario.  La Comisión es el órgano ejecutivo de las CE y tiene las siguientes responsabilidades:  proponer legislación al Parlamento y al Consejo;  gestionar y aplicar las políticas de las CE y el presupuesto;  hacer cumplir la legislación europea (responsabilidad compartida con el Tribunal de Justicia);  y representar a las CE en la escena internacional, por ejemplo, en la negociación de acuerdos comerciales y de cooperación.
4. La función del Tribunal de Justicia de las CE (también denominado Tribunal Europeo de Justicia) es velar por que se respete la ley en la interpretación y aplicación del Tratado de la UE.  La función del Tribunal de Cuentas es velar por la fiabilidad de las cuentas de ingresos y gastos de las CE y la legalidad y regularidad de las transacciones subyacentes, de lo que informa anualmente al Parlamento Europeo y al Consejo.
  El Defensor del Pueblo Europeo recibe las quejas de los ciudadanos de las CE o de las personas físicas o jurídicas que residan o tengan su domicilio legal en un Estado miembro y ayuda también a descubrir casos de mala administración en las instituciones y órganos de las CE.
5. Los órganos financieros de las CE son:  el Banco Central Europeo, que establece y aplica la política monetaria, realiza operaciones cambiarias y gestiona el sistema de pagos (capítulo I 1));  y el Banco Europeo de Inversiones.
  Los órganos consultivos son:  el Comité Económico y Social Europeo, que representa las opiniones e intereses de la sociedad civil organizada ante la Comisión, el Consejo y el Parlamento Europeo;  y el Comité de las Regiones, que hace de portavoz de las opiniones locales y regionales sobre la legislación de las CE.  Los organismos interinstitucionales son:  la Oficina de Publicaciones Oficiales de las Comunidades Europeas y la Oficina de Selección de Personal de las Comunidades Europeas.  Se han creado, mediante actos comunitarios, diversos organismos descentralizados a los que se encargan tareas específicas de carácter técnico, científico o de gestión;  en agosto de 2003 había 19 organismos de este tipo, seis de los cuales se crearon después del último examen de las políticas comerciales de las CE para encargarse principalmente de cuestiones relacionadas con la seguridad.

6. Se espera que cuando se adopte el Proyecto de Tratado por el que se instituye una Constitución para Europa preparado por la Convención sobre el Futuro de Europa, se producirán diversos cambios institucionales.

2) Formulación y aplicación de políticas
7. Las políticas comerciales de las CE se formulan y aplican mediante actos comunitarios.  Estos actos pueden adoptar la forma de reglamentos, que son de aplicación general, vinculantes y directamente aplicables en todos los Estados miembros;  directivas, que requieren su transposición al derecho y la práctica de los Estados miembros;  decisiones, que son vinculantes para quien estén dirigidas;  decisiones de aplicación general;  y recomendaciones y dictámenes, que no son vinculantes.  Las CE tienen también competencia para concluir acuerdos internacionales.  Las CE tienen la competencia exclusiva de formular la Política Comercial Común (PCC), que abarca el comercio de mercancías en su totalidad
, y la mayoría de los servicios, y velar por su cumplimiento.  El Tratado de Niza amplió el ámbito de la PCC, incluyendo la negociación y conclusión de acuerdos sobre cualquier aspecto del comercio de servicios y sobre los aspectos comerciales de la propiedad intelectual.

8. Según el tipo de acto y de su contenido, la decisión final ha de ser adoptada por el Consejo y/o el Parlamento y en ella pueden intervenir el Tribunal de Cuentas y los organismos financieros y consultivos de las CE.  El Parlamento adopta sus decisiones por mayoría absoluta de los votos depositados por los miembros.  El Consejo adopta la mayor parte de sus decisiones (incluidas las relativas a cuestiones comerciales y relacionadas con el comercio) por mayoría cualificada.
  Sin embargo, la adopción de decisiones en algunas áreas sensibles, por ejemplo la fiscalidad, tiene que hacerse por unanimidad.  El Consejo puede modificar los actos sometidos a su aprobación antes de adoptarlos, en algunos casos con la aprobación del Parlamento.  El procedimiento de aprobación de un acto depende de que la cuestión considerada exija una codecisión, un dictamen conforme o consultas.
9. El procedimiento de codecisión supone que el Parlamento comparte el poder legislativo a partes iguales con el Consejo.  El Parlamento puede enmendar los proyectos de actos y se necesita su aprobación para que éstos sean adoptados.  Las materias que exigen este procedimiento se relacionan principalmente con el mercado interno y entre ellas cabe mencionar:  cooperación aduanera, servicios, derecho de establecimiento, mercado interno, libre movimiento de trabajadores, educación, salud, redes transeuropeas, medio ambiente, cultura e investigación.  El procedimiento de dictamen conforme supone que el Consejo tiene que obtener el asentimiento del Parlamento antes de adoptar una decisión.  Para que haya asentimiento se necesita la aprobación por mayoría absoluta de los votos depositados;  sin embargo, el Parlamento no puede enmendar el proyecto de acto.  Entre las materias sometidas a este procedimiento cabe mencionar:  la adhesión de nuevos Estados miembros, los acuerdos de asociación, otros acuerdos "fundamentales" con terceros países y los fondos estructurales y de cohesión.  El procedimiento de consulta supone que el Consejo ha de solicitar la opinión del Parlamento así como la de otras instituciones u otros órganos competentes de las CE, antes de que se apruebe el acto, con o sin enmiendas.  Sin embargo, el Consejo no está vinculado por la posición del Parlamento y sólo tiene la obligación de consultarlo.  Las materias sometidas a este procedimiento son, entre otras, las siguientes:  agricultura, política económica, normas de competencia y fiscalidad.  En algunos ámbitos, tales como las medidas antidumping y de salvaguardia, el Consejo delega generalmente en la Comisión la adopción de decisiones.  Sin embargo, la imposición de medidas definitivas antidumping es decidida por el Consejo a propuesta de la Comisión.
10. Los actos comunitarios, incluidos los actos relativos al comercio o relacionados con él, se aplican al nivel de la Comunidad o de un Estado miembro, bajo la supervisión de la Comisión.  El Consejo y/o el Parlamento Europeo pueden delegar facultades de aplicación en la Comisión, que en tal caso adopta las decisiones asistida por un comité compuesto por representantes de los Estados miembros (comitología), y actúa por procedimientos consultivos, de gestión o de reglamentación, según sean las disposiciones del Tratado constitutivo de la CE aplicables en la materia.
  El número de comités de la comitología ha aumentado, pasando de 244 en 2001 a 257 en 2002.  En 2002, los comités emitieron un total de 3.610 dictámenes y la Comisión adoptó 3.077 instrumentos.
11. Desde el último examen de las políticas comerciales de la UE se han producido varias reformas para mejorar el procedimiento legislativo.  Estas reformas son consecuencia del Libro Blanco de la Comisión sobre la Gobernanza Europea, publicado en julio de 2001, en el que se pide una renovación del "método comunitario", haciendo participar a más personas y organizaciones en el proceso de elaboración y formulación de las políticas de las CE.  Desde entonces se han celebrado consultas con un amplio sector de las partes interesadas, incluidas la sociedad civil y terceros países, que han permitido a la Comisión hacer algunas recomendaciones para simplificar y mejorar el entorno reglamentario;  promover una cultura de diálogo y participación;  y sistematizar la evaluación del impacto por parte de la Comisión.

12. Con el fin de simplificar el marco reglamentario, se está llevando a la práctica un plan de acción, desarrollado en junio de 2002.  En diciembre de 2002, la Comisión aprobó unos principios generales y unas normas mínimas para las consultas, con el fin de promover una cultura de diálogo y una participación mayor en todo el proceso legislativo.
  A este respecto, EURLEX (portal de la legislación de las CE)
, PRELEX (base de datos sobre los procedimientos interinstitucionales)
, y CELEX (motor de búsqueda de las leyes de las CE)
, son sitios en la Red que presentan de forma detallada el proceso legislativo de las CE.  Las partes interesadas (incluidas las de terceros países) que deseen hacer observaciones sobre una propuesta de carácter político pueden utilizar la base de datos CONECCS (Consultation, the European Commission and Civil Society)
, o de páginas de información especial.

13. Se necesita autorización previa del Consejo para que la Comisión pueda iniciar la negociación de acuerdos comerciales.  En las negociaciones se respetan las directivas del Consejo y se celebran consultas con el comité especial nombrado por el Consejo de conformidad con el artículo 133 3) del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea.
  Se necesita el consentimiento del Parlamento para la conclusión de algunos acuerdos que sobrepasan el ámbito de la política comercial común (PCC), incluida la OMC, y de acuerdos de asociación y cooperación.  Se necesita también la aprobación de los Estados miembros para concluir acuerdos que sobrepasen los poderes internos que atribuye a la Comunidad el Tratado de Niza o desbordan los límites de lo necesario para el logro de uno de los objetivos de la Comunidad.
  Una vez ampliada la UE, el requisito de aprobación tanto por la Comunidad como por los Estados miembros puede retrasar la conclusión de este tipo de acuerdos.

14. Para sistematizar las evaluaciones del impacto
, los proyectos de actos y los acuerdos en vías de negociación han de ser evaluados por consultores externos con el fin principal de identificar sus efectos económicos, ambientales y sociales y proponer medidas colaterales para mitigar sus efectos negativos y potenciar los positivos.  Se pretende que los estudios que se lleven a cabo ocupen un lugar importante en el proceso de adopción de decisiones sin por ello dejar de lado los juicios políticos.
3) Objetivos de la política comercial
15. El objetivo de la política comercial común de las CE, tal y como se refleja en el artículo 131 del Tratado de Niza, es "contribuir, conforme al interés común, al desarrollo armonioso del comercio mundial, a la supresión progresiva de las restricciones a los intercambios internacionales y a la reducción de las barreras arancelarias".  Este objetivo está en consonancia con los objetivos generales del Tratado, que son "promover … un desarrollo armonioso, equilibrado y sostenible de las actividades económicas en el conjunto de la Comunidad, un alto nivel de empleo y de protección social, la igualdad entre el hombre y la mujer, un crecimiento sostenible y no inflacionista, un alto grado de competitividad y de convergencia de los resultados económicos, un alto nivel de protección y de mejora de la calidad del medio ambiente, la elevación del nivel y de la calidad de vida, la cohesión económica y social y la solidaridad entre los Estados miembros".

16. La política comercial común de las CE abarca todas las medidas importantes que afectan al comercio de mercancías y servicios y casi todas las relacionadas con el comercio.  Dentro del mercado interno se permite la libre circulación de mercancías, servicios, capital y trabajadores.  Entre las cuestiones relacionadas con el comercio que pertenecen al ámbito de la política comercial común cabe citar:  la legislación de sociedades, los impuestos indirectos, las normas y otros reglamentos técnicos, las patentes comunitarias, y la observancia de los derechos de propiedad intelectual.  La no armonización de todas las medidas de política comercial pertinentes, así como los problemas que plantea su aplicación cuando la legislación efectivamente ha sido armonizada, obstaculizan el comercio entre los Estados miembros.  Por ejemplo, la Comisión estima que la no aplicación del principio de reconocimiento mutuo (capítulo III 2) ix)) resta al comercio comunitario hasta 150.000 millones de euros.  Por consiguiente, la Comisión pretende facilitar, con su estrategia con respecto al mercado interno, la libre circulación de mercancías, servicios, capital y trabajadores dentro de la Comunidad a través de una amplia gama de medidas reglamentarias y actos relacionados, entre otras cuestiones, con las siguientes:  impuestos indirectos, reconocimiento mutuo, normalización, armonización de las normas nacionales sobre las prácticas comerciales desleales, control del tráfico aéreo, ferrocarriles, eliminación de la doble imposición, contratación pública, patentes comunitarias, observancia de los derechos de propiedad intelectual y buena conducta empresarial.  Durante el período 2003-2006 se dará prioridad a todas estas cuestiones.

17. Según la Comisión, las CE pretenden seguir dando prioridad a la liberalización a escala multilateral de su régimen comercial a través del Programa de Doha para el Desarrollo.  Se trata de seguir liberalizando el comercio a escala regional y bilateral, a través de las negociaciones en curso de acuerdos comerciales preferenciales recíprocos, así como a través de las preferencias no recíprocas que están otorgando a países menos adelantados y en desarrollo (sección 5) iii)).
4) Reglamentación comercial y entorno empresarial
18. El Tratado de la Comunidad Europea constituye el principal marco jurídico del comercio y las cuestiones relacionadas con el comercio.  La legislación comercial y relacionada con el comercio de las CE, aparte de consideraciones puramente comerciales, tiene en cuenta la protección de la vida de las personas y los animales y la preservación de los vegetales, el medio ambiente, el patrimonio cultural y las especies amenazadas.  Los acuerdos internacionales concluidos por las CE son vinculantes para las instituciones de la Comunidad y para sus Estados miembros.  Durante el período objeto de examen, las CE han revisado o enmendado algunas partes de su legislación relacionada con el comercio (capítulo III).  Al margen de la legislación comercial de las CE, los Estados miembros pueden adoptar medidas nacionales que afecten a las importaciones y exportaciones por motivos de moralidad pública;  seguridad;  protección de la vida de las personas o los animales y preservación de los vegetales;  y protección de tesoros nacionales y del medio ambiente.
19. De conformidad con el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, están prohibidas todas las restricciones de la circulación de capitales y pagos entre Estados miembros, y entre Estados miembros y terceros países, con escasas excepciones.
  En esferas tales como los bienes raíces, la prestación de servicios financieros y los mercados de capitales (admisión de acciones a cotización) existen restricciones a las entradas o salidas de inversiones extranjeras directas, hacia o desde terceros países.  Además, la aplicación de la legislación fiscal de cada Estado miembro hace necesario diferenciar a los contribuyentes en función de su residencia y del lugar donde se invierte el capital.
20. No obstante, la diferente estructura de los mercados de capitales, de las normas de buena conducta empresarial y de los sistemas de fiscalidad de las empresas de los Estados miembros impide a los inversores aprovechar plenamente los beneficios que ofrece un mercado integrado.  La Comisión estima que los costos que supone la falta de armonización de los sistemas de fiscalidad de las empresas representan del 2 al 4 por ciento de la totalidad de los ingresos obtenidos con este impuesto.  Recientemente se ha adoptado o propuesto una serie de medidas destinadas a dar respuesta a estas preocupaciones.
21. El Estatuto de la Sociedad Anónima Europea, adoptado en 2001, está previsto que entre en vigor el 8 de octubre de 2004.
  Este Estatuto dará a las empresas que operen en más de un Estado miembro la posibilidad de constituirse como una sola empresa al amparo de la legislación comunitaria y de operar así en todas las CE bajo una sola serie de normas y con un sistema unificado de gestión e información, en lugar de someterse a las distintas leyes nacionales de cada uno de los Estados miembros en los que tengan filiales.  Se espera reducir así sus gastos administrativos y crear una estructura jurídica adaptada a la Unión en su conjunto.
  Un Reglamento de 2002 obliga a las empresas cotizadas en bolsa a utilizar a partir de 2005 normas internacionales de contabilidad.
  Se espera fomentar así la transparencia y la posibilidad de comparar los estados financieros consolidados de las empresas de las CE, facilitar a los inversores una información adecuada y promover una mejor distribución de los capitales dentro de las CE.

22. En mayo de 2003, la Comisión aprobó un plan de acción titulado "Modernizar el Derecho de sociedades y mejorar la gestión empresarial en la UE".  El plan tiene por objeto reforzar los derechos de los accionistas, intensificar la protección de los trabajadores y de los acreedores y mejorar la eficiencia y la competitividad de las empresas, prestando especial atención a las cuestiones transfronterizas.  El plan se basa en una serie de propuestas de medidas que abarcan varios años.  Las iniciativas que la Comisión considera más urgentes son:  establecer que sea necesario que las sociedades que cotizan en bolsa incluyan en su documentación anual un informe que describa de forma coherente los principales aspectos de sus estructuras y prácticas de gestión empresarial;  elaborar un marco normativo con el fin de ayudar a que los accionistas ejerzan diversos derechos (incluido el derecho de voto transfronterizo);  formular una recomendación dirigida a reforzar el papel de los consejeros no ejecutivos y de los miembros de consejos de vigilancia (independientes) y otra recomendación sobre la remuneración del personal directivo;  crear un Foro Europeo sobre gestión empresarial que contribuya a fomentar la coordinación y la convergencia de los códigos nacionales, tanto en lo que se refiere a su aplicación como al control de dicha aplicación.

23. La Comisión ha presentado también un proyecto de directiva destinada a simplificar la captación de capitales por empresas europeas en el conjunto de las CE, utilizando para ello un solo documento en lugar de 25.  También se ha propuesto una nueva directiva sobre servicios de inversión, que responde a que ha aumentado el número de inversores que actúan en los mercados financieros y a la complejidad y amplitud de los servicios e instrumentos que se ofrecen.  Su objetivo es establecer un mercado único, sobre la base de una supervisión por el país de origen;  proteger los bienes públicos y a los inversores;  y facilitar la aplicación del proyecto de directiva en las CE.

24. Además, durante el período objeto de examen se presentaron o consideraron varias iniciativas destinadas a eliminar algunos obstáculos fiscales concretos.  En particular, se ha ampliado el ámbito de la Directiva sobre empresas matrices y filiales para incluir en él una gama mayor de empresas, incluidas las empresas europeas y las sociedades cooperativas europeas.  Igualmente se ha presentado un proyecto similar relativo a la Directiva sobre las fusiones de empresas.  Se ha creado un Foro de la UE sobre precios de transferencia para debatir soluciones no legislativas para los problemas que plantean estos precios, sobre todo el elevado costo del cumplimiento de la normativa y la posible doble imposición.  En junio de 2003 se aprobó también, como parte de un paquete de tres medidas, una directiva destinada a eliminar las retenciones sobre los pagos de intereses y regalías entre empresas asociadas de Estados miembros diferentes.  Otras medidas que se están preparando son una directiva que permitirá gravar de forma efectiva los intereses que reciban las personas por inversiones transfronterizas de ahorros y un código de conducta para la fiscalidad de las empresas, destinado a regular la competencia fiscal dentro de las CE para que no sea perjudicial.

25. Entre las medidas que se están considerando cabe mencionar la preparación de una comunicación sobre las decisiones fiscales del Tribunal Europeo de Justicia;  una iniciativa para eliminar las restricciones actuales a las ayudas transfronterizas para compensar pérdidas dentro de las CE, que permitiría a las empresas matrices tener en cuenta las pérdidas en que incurran las filiales establecidas en otros Estados miembros;  y un análisis jurídico de los posibles conflictos entre el Tratado constitutivo de la CE y los tratados bilaterales sobre doble imposición que los Estados miembros hayan concluido entre sí y con terceros países.  Además, a largo plazo, la Comisión pretende ofrecer a las empresas una base fiscal consolidada común para sus actividades en toda la UE.
  No obstante, la Comisión ha señalado claramente que no pretende una armonización plena de la fiscalidad de las empresas en las CE.

5) Acuerdos comerciales
i) Panorama general
26. Las CE participan activamente en la OMC y han concluido una amplia gama de acuerdos comerciales preferenciales motivados por consideraciones económicas, históricas, de desarrollo y geopolíticas (cuadros II.1 y AII.1).
  Por consiguiente, el régimen exclusivamente NMF sólo se aplica a nueve Miembros de la OMC
, que generan el 36 por ciento aproximadamente de su comercio de mercancías.  La Comisión estima que el 74 por ciento del comercio de las CE se realiza en régimen NMF;  esto implica que el comercio NMF con sus interlocutores preferenciales representa el 38 por ciento de su comercio total.  Según la Comisión, el planteamiento de los acuerdos preferenciales por las CE ha sido desde 1999 cumplir todos los mandatos existentes y completar las negociaciones en curso de acuerdos preferenciales, pero no iniciar ninguna negociación nueva, con el fin de centrar los esfuerzos en las negociaciones multilaterales.

Cuadro II.1

Tipología de los acuerdos regionales de las CE, mayo de 2004

	Tipo de régimen comercial
	Denominación del acuerdo
	Países participantes

	Mercado único
	Espacio Económico Europeo (EEE)
	Islandia, Liechtenstein, Noruega

	Unión aduanera
	
	Turquía, Andorra, San Marino

	Zona de libre comercio
	
	Bulgaria, Chile, Croacia, Islas Feroe, ex República Yugoslava de Macedonia, Israel, Jordania, Líbano, Malta, México, Marruecos, Autoridad Palestina, Rumania, Sudáfrica, Suiza, Túnez

	Acuerdos de asociación y cooperación (trato NMF)
	
	Rusia y otros países antiguos miembros de la Comunidad de Estados Independientes

	No reciprocidad:  preferencias contractuales
	Acuerdos Mediterráneos, Acuerdo de Cotonou
	Países de África, el Caribe y el Pacífico, Argelia, Egipto, Siria

	No reciprocidad:  preferencias autónomas
	Sistema Generalizado de Preferencias (SGP), y acuerdos de estabilización y asociación
	Otros países en desarrollo y miembros de la Comunidad de Estados Independientes

Albania, Bosnia y Herzegovina, y Serbia y Montenegro (incluido Kosovo)

	Trato únicamente NMF
	
	Australia; Canadá; Taipei Chino; Hong Kong, China; Japón; República de Corea;  Nueva Zelandia;  Singapur;  y Estados Unidos


Fuente:
Secretaría de la OMC, basada en Lamy, P. (2002), Stepping stones or stumbling blocks? The EC's approach towards the problem of multilateralism and regionalism in trade policy. The World Economy, noviembre de 2002, volumen 25, Nº 10, páginas 1399‑1413(15).

27. Los acuerdos de comercio preferencial de las CE han dado lugar hasta el momento a la liberalización del comercio de bienes industriales, la liberalización limitada del comercio de productos agropecuarios y, en algunos casos, la inclusión de los servicios en su ámbito.  En el marco de estos acuerdos preferenciales recíprocos, la liberalización se lleva a cabo frecuentemente de forma asimétrica (liberalizando las CE a un ritmo más rápido) y con diferentes períodos de transición.  Los acuerdos abarcan también, entre otras cosas, la armonización de los requisitos técnicos (incluidas las normas), la protección de la propiedad intelectual, la inversión, las políticas de competencia, la contratación pública, los instrumentos de defensa comercial y los mecanismos de solución de diferencias.  Cada vez es más frecuente que se entablen negociaciones con otros grupos regionales (por ejemplo, MERCOSUR, Acuerdos de asociación económica con países ACP y zona de libre comercio euromediterránea), o se busque promoverlos con ellas;  en las negociaciones se plantean también consideraciones ambientales a través de la evaluación de la sostenibilidad del impacto.

28. La red de acuerdos de comercio preferencial de las CE, con sus distintas agendas de liberalización del comercio y sus distintas normas comerciales (incluidas las normas de origen), complica todavía más su régimen comercial.  La limitada liberalización (hasta el momento) de la agricultura en el marco de estos acuerdos ha dificultado la apertura del sector a la competencia.  Además, la falta de armonización de los regímenes de los interlocutores comerciales preferenciales o el retraso en esta armonización puede dar lugar a una desviación de las corrientes comerciales en detrimento de sus exportaciones.

29. Las conclusiones de los análisis empíricos del impacto económico de los acuerdos de comercio preferencial (incluidos los concluidos por las CE) son ambiguas.  Dependen, entre otras cosas, de las ventajas comparativas y las complementariedades de las economías de los miembros, entre sí y con respecto al resto del mundo;  el grado de liberalización, particularmente en sectores con niveles de protección elevados;  el nivel de los obstáculos técnicos y su armonización;  la liberalidad de las normas de origen;  y el nivel de las prácticas anticompetitivas internas.  En general, la mayoría de los estudios constata que el impacto sobre el bienestar de los países que participan en acuerdos de comercio preferencial es positivo, aunque relativamente pequeño en la mayoría de los casos.  Sin embargo, otros estudios señalan los efectos negativos para el bienestar que derivan de que las pérdidas de ingresos públicos sean superiores a los beneficios netos que producen estos acuerdos en términos de promoción de corrientes comerciales (creación de corrientes comerciales, frente a desviación de las mismas), y de los problemas estructurales de los países participantes.
30. En cuanto a los terceros países, la amplitud de la desviación de las corrientes comerciales depende de las modificaciones relativas de los precios a raíz de su integración regional y de la facilidad con que puedan ser sustituidas las fuentes no preferenciales por fuentes preferenciales.  Dependiendo del caso, los efectos de creación neta de corrientes comerciales pueden ser positivos o negativos.  Los estudios concluyen que una liberalización sobre una base NMF multilateral eliminaría los efectos negativos de desviación de las corrientes comerciales.  En todos los estudios se observa que la liberalización multilateral del comercio genera las mayores ganancias globales de bienestar.

31. En opinión de la Comisión, para que los acuerdos comerciales regionales rindan todos los beneficios potenciales y refuercen el sistema multilateral de comercio tienen que prever una profunda liberalización interna en todos los aspectos, evitar la interposición de obstáculos al comercio con terceros países y preparar el camino para una liberalización multilateral ulterior.  Por consiguiente, la Comisión considera que los acuerdos de comercio preferencial de las CE (concluidos principalmente con países en desarrollo) forman parte de una política más general de promoción del multilateralismo.
ii) OMC
32. En la OMC, la Comisión habla en nombre de las CE, expresando la postura de la Comunidad sobre las cuestiones debatidas.  Entre las metas que pretenden alcanzar las CE en el desarrollo futuro del sistema multilateral de comercio cabe mencionar:  i) una mayor liberalización del comercio de mercancías y servicios, y de las inversiones, con normas claras y un calendario razonable;  ii) reforzar las actuales normas de la OMC y establecer normas en nuevas esferas;  iii) lograr la plena participación de los países en desarrollo en los procesos de adopción de decisiones de la OMC, para ayudarles a integrarse en la economía mundial;  y iv) lograr una mayor apertura, responsabilidad y efectividad de la OMC mediante debates con otros grupos y organizaciones.

33. Las CE, que son una entidad que ocupa un lugar de vanguardia en el comercio mundial, han contribuido al cumplimiento del Programa de Doha para el Desarrollo presentando propuestas en diferentes esferas.  Las CE han encabezado iniciativas relativas a la liberalización del comercio, el reforzamiento de las normas de la OMC y la promoción de un desarrollo sostenible.  Con respecto al acceso a los mercados de mercancías, consideran que la liberalización se debe llevar a cabo de forma general, y no sectorialmente, y que las negociaciones deben ayudar a los países en desarrollo a obtener un mayor acceso a los mercados de los países desarrollados;  también consideran que deben reducirse significativamente los obstáculos al comercio entre los países en desarrollo.  Con respecto a la agricultura, proponen reducir al menos a la mitad sus aranceles a la importación y las ayudas agrícolas que distorsionan el comercio y han ofrecido eliminar las subvenciones a la exportación de una lista de productos de interés para los países en desarrollo.  También subrayan que en las negociaciones sobre la agricultura han de tenerse en cuenta algunas preocupaciones no comerciales así como la necesidad de una mayor protección de las indicaciones geográficas.  También defienden un acceso más amplio a los mercados de servicios.  Las CE han presentado más de 100 peticiones iniciales de mayor acceso a mercados de terceros países y han recibido varias peticiones iniciales de terceros países.  Las CE sostienen que es necesario que los acuerdos multilaterales sobre el medio ambiente se entrelacen con los acuerdos que conforman el sistema multilateral de comercio, de forma que se apoyen mutuamente.
  Las CE han pedido que se otorgue a las mercancías procedentes de países menos adelantados un acceso a los mercados libre de aranceles y contingentes así como un trato especial y diferenciado basado en el nivel de desarrollo y capacidad de los países en desarrollo.  También han respaldado iniciativas para financiar y dar apoyo a la asistencia técnica relacionada con el comercio, con el fin de ayudar a los países en desarrollo a adherirse a la OMC, aplicar las normas de la OMC y participar de forma más activa en el sistema multilateral de comercio.
  En cuanto a las medidas de defensa comercial, las CE se han mostrado partidarias de unos mecanismos más estrictos y una mayor transparencia.  También se han mostrado partidarias de mejorar algunas normas de facilitación del comercio;  un clima más transparente y previsible para la inversión;  y el fomento de la competencia leal y de políticas de contratación pública.
34. Los compromisos arancelarios de las CE están consignados en la Lista CXL.  Los nuevos miembros de las CE tendrán que adoptar, con las salvedades previstas en un reducido número de disposiciones transitorias, el Arancel Aduanero Común al adherirse a la Unión.  A consecuencia de la ampliación a 25 de los Estados miembros de las CE, durante el período objeto de examen se iniciaron los procedimientos de renegociación de las concesiones arancelarias, de conformidad con el párrafo 6 del artículo XXIV del GATT.
35. En abril de 2003, las CE notificaron a la OMC su intención de sustituir las listas del AGCS y las de exenciones de la aplicación del artículo II (NMF) de sus 15 miembros por unas listas consolidadas (capítulo IV 6) i)).
  Debido a ello, las CE están manteniendo renegociaciones con los 17 Miembros que han hecho constar su interés.
  Cabe prever que la ampliación de las CE dará lugar a un proceso similar de consolidaciones.
36. Las CE han cumplido en general sus obligaciones de notificación;  de este modo, han aumentado la transparencia de su régimen de comercio.  Desde 2002, las CE han cumplido todas sus obligaciones de notificación, con la salvedad de algunas de las impuestas por el Acuerdo sobre la Agricultura (cuadro II.2).

Cuadro II.2

Algunas notificaciones recientes de las CE a la OMC, mayo de 2004

	Acuerdo y obligación
	Signatura
	Fecha

	Acuerdo sobre la Agricultura
Artículo 10 y párrafo 2 del artículo 18 - subvenciones a la exportación (ES.1 a ES.3)
	G/AG/N/EEC/44
	11/6/2003

	Párrafo 2 del artículo 16 - Decisión sobre medidas relativas a los posibles efectos negativos del programa de reforma en los países menos adelantados y en los países en desarrollo importadores netos de productos alimenticios (NF.1, puntos  1) a 4))
	G/AG/N/EEC/46
	27/6/2003

	Párrafo 2 del artículo 18 - ayuda interna (DS.1 y correspondientes cuadros justificantes DS.1 a DS.9)
	G/AG/N/EEC/49
	1/4/2004

	Párrafo 2 del artículo 18 - compromisos sobre contingentes arancelarios y de otro tipo (MA.2)
	G/AG/N/EEC/48
	27/2/2004

	Párrafo 3 del artículo 18 - ayuda interna (DS.2)
	G/AG/N/EEC/47
	29/7/2003

	Párrafo 7 del artículo 5 y párrafo 2 del artículo 18 - disposiciones de salvaguardia especial (MA.5)
	G/AG/N/EEC/43
	5/6/2003

	Acuerdo sobre Contratación Pública de 1994 

Párrafo 6 del artículo XXIV
	GPA/W/226
	12/12/2002

	Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del GATT de 1994
Párrafo 4 del artículo 16 - ad hoc
	G/ADP/N/116
	18/4/2004

	Párrafo 4 del artículo 16 - semestral
	G/ADP/N/112/EEC
	8/3/2004

	Párrafo 8 del artículo 5
	G/ADP/N/100/EEC
	21/1/2003

	Párrafo 5 del artículo 18
	G/ADP/N/1/EEC/2/Suppl.4
	14/4/2003

	Acuerdo sobre Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación
Párrafo 3 del artículo 7
	G/LIC/N/3/EEC/6/Corr.1
	12/11/2003

	Párrafo 4 a) del artículo 1 y párrafo 2 b) del artículo 8
	G/LIC/N/1/EEC/2/Add.4
	10/1/2003

	Acuerdo sobre Salvaguardias
Párrafo 1 a) del artículo 12 - iniciación
	G/SG/N/6/EEC/3
	17/3/2004

	Párrafo 1 b) del artículo 12 - constatación
	G/SG/N/8/EEC/2
	16/3/2004

	Párrafo 1 c) del artículo 12 - decisión
	G/SG/N/10/EEC/2
	16/3/2004

	Párrafo 4 del artículo 12
	G/SG/N/7/EEC/2
	6/11/2003

	Párrafo 5 del artículo 12 - comunicaciones conjuntas
	G/SG/62
	6/3/2003

	Párrafo 5 del artículo 12 - suspensión de concesiones según lo previsto en el párrafo 2 del artículo 8
	G/SG/43/SUPPL.1
	20/6/2002

	Párrafo 6 del artículo 12
	G/SG/N/1/EEC/1/Suppl.1
	14/4/2003

	Párrafo 1 del artículo 9, nota 2
	G/SG/N/11/EEC/2/Suppl.1
	16/3/2004

	Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias
Párrafo 11 del artículo 25 - ad hoc
	G/SCM/N/110 
	1/4/2004

	Párrafo 11 del artículo 25 - semestral
	G/SCM/N/106/EEC
	11/3/2004

	Párrafo 6 del artículo 32
	G/SCM/N/1/EEC/2/Suppl.4
	14/4/2003

	Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio
Párrafo 7 del artículo 10
	G/TBT/10.7/N/44
	29/1/2003

	Párrafo 9 del artículo 2
	G/TBT/N/EEC/60
	23/3/2004

	Párrafo 6 del artículo 5
	G/TBT/N/EEC/53
	3/2/2004

	Diversos artículos
	G/TBT/N/EEC/52/Add.1
	10/3/2004

	No se indica artículo
	G/TBT/N/EEC/57
	24/2/2004

	Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido
Párrafo 1 del artículo 2
	G/TMB/N/60/Add.5/Suppl.4
	13/11/2002

	Párrafo 11 del artículo 2
	G/TMB/N/469
	16/3/2004

	Párrafo 17 del artículo 2
	G/TMB/N/444/Add.3/Corr.1
	2/10/2002

	Párrafo 1 del artículo 3
	G/TMB/N/64/Add.2/Suppl.1
	3/4/2002

	Párrafo 3 del artículo 3
	G/TMB/N/424
	20/2/2002

	Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias
Artículo 7, Anexo B
	G/SPS/N/EEC/242
	7/4/2004

	Decisiones del Comité de Contratación Pública de 1994 de 27 de febrero de 1996
	GPA/W/285/Add.4
	29/1/2004

	Decisiones de las PARTES CONTRATANTES (IBDD 31S/256 a 257, e IBDD 32S/101).  Decisión sobre el procedimiento de notificación de 
restricciones cuantitativas (G/L/59) - bienal
	G/MA/NTM/QR/1/Add.9/Corr.1
	20/3/2003

	AGCS
Artículos III.4 o IV.2
	S/ENQ/78/Rev.2
	18/6/2002

	Artículo V.7 a)
	WT/REG2/6
	17/10/2002

	Artículo XXI.1 b)
	S/C/N/231/Corr.1
	15/8/2003

	GATT de 1994  

Artículo XVII.4 a) - Entendimiento relativo a la interpretación del artículo XVII
	G/STR/N/3/EEC 
	23/7/2002

	Artículo XXIV.7 a) - Zonas de libre comercio
	WT/REG142/N/1/Rev.1
	24/12/2002

	Artículo XXIV.7 a) - Acuerdo provisional (zonas de libre comercio)
	WT/REG164/N/1
	18/2/2004

	Artículo XXVIII.5
	G/MA/120
	12/12/2002

	Concesiones negociadas en el GATT en el contexto del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (IBDD 39S/355) - Procedimiento de aplicación de los cambios del Sistema Armonizado (Anexo del documento L/6905)
	G/SECRET/HS02/EEC/2
	28/3/2002


Fuente:
Documentos de la OMC.

37. Las CE utilizan activamente el mecanismo de solución de diferencias de la OMC.  Entre enero de 2002 y febrero de 2004 ocuparon el primer lugar, con los Estados Unidos, por el número de demandas presentadas.  Durante el período objeto de examen, fueron reclamantes en siete casos, tres de los cuales se plantearon contra los Estados Unidos, dos contra la India, uno contra la República de Corea y otro contra Australia.  Han sido demandadas en 14 casos.  Las CE participaron en calidad de tercero en 19 diferencias, interviniendo los Estados Unidos en 15 de ellas.  Además, de conformidad con la Declaración Ministerial de Doha de 2001, las CE participan en las negociaciones destinadas a aclarar y mejorar el mecanismo de solución de diferencias del sistema de la OMC y han presentado propuestas al respecto.  Estas propuestas se relacionan fundamentalmente con:  el establecimiento y composición de los grupos especiales;  los derechos de los terceros;  el procedimiento de los grupos especiales;  el Órgano de Apelación;  y la vigilancia y aplicación de las recomendaciones del Órgano de Solución de Diferencias.

iii) Acuerdos y disposiciones comerciales preferenciales
a)
Acuerdos con países y grupos de países europeos

Países de la adhesión

38. El 1º de mayo de 2004 se adhirieron a la UE 10 países (Chipre, Eslovenia, Estonia, Hungría, Letonia, Lituania, Malta, Polonia, la República Checa y la República Eslovaca), de 13 países candidatos a la adhesión.
  La adhesión a la Unión supone el cumplimiento de los llamados criterios de Copenhague:  instituciones estables que garanticen la democracia;  primacía del Derecho;  respeto de la protección de los derechos humanos y de las minorías;  existencia de una economía de mercado viable;  capacidad de hacer frente a las fuerzas de mercado y las presiones competitivas dentro de la Unión;  y capacidad de asumir las obligaciones impuestas por la participación.  Esto último supone la adopción del acervo comunitario de las CE, también en las esferas de la legislación comercial y relacionada con el comercio, incluida la PCC.  Sin embargo, se aplican a los nuevos miembros algunos acuerdos de transición en materias determinadas (capítulo III).

39. Los acuerdos europeos y acuerdos de asociación firmados entre las CE-15 y los países de la adhesión (que eran un requisito del proceso de adhesión) ya habían introducido el libre comercio respecto de casi todos los productos industriales.  En consecuencia, desde el punto de vista de las oportunidades de acceso a los mercados para los productos no agropecuarios, los cambios que se prevén probablemente no sean significativos.  En cambio, aunque el comercio agrícola fue liberalizado en virtud de los acuerdos europeos, subsistieron algunas restricciones arancelarias y en forma de contingentes arancelarios.  Por lo tanto, se espera que las oportunidades de acceso a los mercados sean mayores para los productos de la agricultura.  También se prevé que habrá mejores oportunidades de acceso al mercado en los servicios, cuya liberalización en virtud de los acuerdos europeos no llegó tan lejos como dentro las CE-15.

40. Como parte de sus obligaciones contraídas en la UE, los nuevos Estados miembros habrán renunciado, con su adhesión, a sus acuerdos comerciales bilaterales con terceros países y habrán aplicado, desde el 1º de mayo de 2004, todos los acuerdos bilaterales y regionales concertados por las CE.
  Se prevé la derogación o cancelación de más de 60 acuerdos, consolidándose así las relaciones comerciales dentro de Europa.  Más precisamente, los acuerdos europeos y acuerdos de asociación entre las CE y los países de la adhesión quedarán cancelados, mientras que los aspectos relacionados con el comercio de todos los acuerdos en vigor entre esos países, así como entre ellos y terceros países, habrán quedado derogados.
  El ingreso de nuevos Estados miembros en las CE también habrá ampliado el alcance geográfico de los acuerdos comerciales de las propias CE, aumentado con ello el acceso a los mercados para sus asociados en régimen preferencial, mientras que los terceros países que no disponen de ese acceso preferencial tendrán mayores dificultades para competir en el mercado comunitario.

41. Varios estudios confirman que los acuerdos europeos estimularon un considerable crecimiento del comercio entre las CE y los países de la adhesión.  Sin embargo, otros estudios sugieren que, aunque siguen existiendo posibilidades de aumentar los intercambios, algunos de estos países pueden haber alcanzado ya el máximo de sus posibilidades comerciales.
  Basándose en las experiencias de Irlanda, Portugal y España, la Comisión Europea prevé que la economía de los nuevos Estados miembros crecerá entre el 5 y el 9 por ciento más durante los 10 años siguientes a su adhesión, mientras que los miembros actuales incrementarán su crecimiento en un 1,5 por ciento.
  Se prevé que el crecimiento será impulsado por una asignación más eficiente de los recursos, un fuerte estímulo a la inversión extranjera directa resultante de las mayores oportunidades mercantiles, el aumento del comercio transfronterizo entre los antiguos y los nuevos miembros, y la mayor productividad derivada de la acentuación de la competencia entre los Estados miembros.  La liberalización de los intercambios entre países que tienen un abundante comercio entre ellos tiende a contribuir a la convergencia de los ingresos.
  En general, como los aranceles de las CE son inferiores a los que regían en los países de la adhesión, se prevé que la adopción del AAC impulsará los precios a la baja en estos países.  Sin embargo, en los que tenían derechos de aduana relativamente inferiores (véanse en el Anexo I.1 los cuadros estadísticos referentes a Estonia, Letonia, Lituania y Malta) podría haber un aumento de precios.  Por otra parte, se prevé que los precios de ciertos productos agropecuarios aumentarán como consecuencia de la adopción de la política agrícola común (PAC).  También podría acentuarse el desempleo en algunos de los países de la adhesión al reajustarse su economía al nuevo entorno.

Asociación Europea de Libre Comercio (AELC)

42. Los acuerdos de libre comercio de las CE concertados individualmente con miembros de la AELC a comienzos del decenio de 1970 permanecen en vigor respecto de Islandia, Liechtenstein, Noruega y Suiza.
  La creación del Espacio Económico Europeo (EEE) en 1994 extendió el mercado interior des las CE a seis miembros de la AELC (Austria, Finlandia, Islandia, Liechtenstein, Noruega y Suecia).  Suiza, después de un referéndum, decidió no participar;  otros tres miembros (Austria, Finlandia y Suecia) se incorporaron a la Unión en 1995.  El Acuerdo sobre el EEE dispone la libre circulación de mercancías (con algunas limitaciones para los productos de la agricultura y la pesca), las personas, los servicios y los capitales.  Se aplican disposiciones horizontales a la política social, la protección del consumidor, el medio ambiente, el derecho de las sociedades y la estadística.
  Los protocolos sobre las normas de origen establecen una acumulación diagonal del origen para los productos industriales entre las CE, los 10 países de la adhesión, los países de la AELC y Bulgaria, Rumania y Turquía.

43. El 1º de junio de 2002 entraron en vigor siete acuerdos bilaterales entre las CE y Suiza.  Esos acuerdos abarcan la libre circulación de personas, el comercio de productos de la agricultura, la contratación pública, los obstáculos técnicos al comercio, el transporte aéreo, el transporte por carretera y ferrocarril, y la investigación. Están en curso negociaciones sobre la liberalización del comercio de productos agropecuarios elaborados;  la liberalización de los servicios;  la adaptación del acuerdo sobre la libre circulación de personas a la UE-25;  el mejoramiento de la cooperación contra el fraude;  y la participación en diversos sistemas de las CE en materia de investigación, medio ambiente, control de fronteras y asilo.

Balcanes Occidentales

44. Desde la desintegración de la ex Yugoslavia, las CE han seguido una estrategia de estabilización y asociación con los países de la región.  Esa estrategia se está aplicando en tres niveles diferentes.  En el plano bilateral, las CE han otorgado preferencias no recíprocas a los Balcanes Occidentales.
  Comprenden el acceso en régimen de franquicia para todos los productos importados de los países beneficiarios, con unas pocas excepciones.
  Las excepciones se refieren a concesiones arancelarias respecto de la carne de añojo ("baby beef") y contingentes arancelarios para los vinos y seis productos de la pesca.  También siguen aplicándose contingentes arancelarios autónomos a los textiles respecto de Serbia y Montenegro.  Además, las CE están concertando progresivamente acuerdos de estabilización y asociación (AEA) con los países respectivos.  Hasta ahora se han firmado AEA con la ex República Yugoslava de Macedonia (el 9 de abril de 2001) y Croacia (el 29 de octubre de 2001).
  Los AEA se refieren al respeto de los principios democráticos y el fortalecimiento de los vínculos entre los países de la región y las CE.  Prevén el establecimiento de una zona de libre comercio con las CE, basada en la reciprocidad después de un período de transición.  También comprenden cuestiones que se refieren, entre otros temas, a la competencia y la ayuda estatal, la propiedad intelectual y los servicios.  El 31 de enero de 2003 se iniciaron negociaciones con vistas a un AEA con Albania;  no se han iniciado todavía negociaciones con Bosnia y Herzegovina ni con Serbia y Montenegro.  En el plano regional, y como complemento de los AEA, las CE copatrocinan el establecimiento de una red de acuerdos bilaterales de libre comercio entre los países de los Balcanes Occidentales, con inclusión de Rumania, Bulgaria y Moldova.
  Al final de 2003 se habían firmado todos los acuerdos bilaterales previstos, correspondientes a esta red.  Se ha iniciado ahora su fase de aplicación;  la red procura desarrollar el comercio intrarregional facilitando la futura integración de estos países en las CE.  Se alienta a los países de la región a estudiar las posibilidades de armonizar sus acuerdos de libre comercio con vistas a establecer, a mediano plazo, una zona de libre comercio regional.  En el plano multilateral, las CE han apoyado firmemente la adhesión de los países de la región a la OMC.
  Albania, Croacia y la ex República Yugoslava de Macedonia ya son Miembros de la OMC, mientras que Bosnia y Herzegovina y Serbia y Montenegro han comenzado sus procedimientos de adhesión.

Otros acuerdos europeos
45. Bulgaria, Rumania y Turquía son países candidatos a la adhesión a las CE.  En el Consejo Europeo de Tesalónica en junio de 2003 se observó que el objetivo es dar la bienvenida a Bulgaria y Rumania como miembros en 2007 y se expresó apoyo a los esfuerzos desarrollados por Turquía para cumplir los criterios políticos de Copenhague a fin de entablar negociaciones con vistas a la adhesión.  Como parte de sus respectivos acuerdos europeos, Bulgaria y Rumania tienen acuerdos de libre comercio de bienes y servicios con las CE.  Los acuerdos europeos disponen una zona de libre comercio para las mercancías, siendo algunos productos agrícolas objeto de reducciones arancelarias y liberalización progresiva;  los acuerdos también comprenden la liberalización de algunos subsectores de servicios.  Turquía concertó en 1996 un mecanismo de unión aduanera con las CE para productos no agropecuarios y productos agropecuarios elaborados.  No existe ningún calendario para la integración de la agricultura en la unión aduanera;  sin embargo, un acuerdo preferencial abarca algunos productos agrícolas.
  Los acuerdos europeos y el Acuerdo de Unión Aduanera aplican el sistema paneuropeo de acumulación del origen (diagonal), y comprenden los obstáculos técnicos al comercio, la política en materia de competencia y la protección de los derechos de propiedad intelectual.

46. Existen acuerdo de unión aduanera con Andorra y San Marino, y un acuerdo de libre de comercio con las Islas Feroe.

b)
Acuerdos con países y grupos de países no europeos

47. En junio de 2000 se iniciaron negociaciones sobre un acuerdo de asociación entre las CE y el MERCOSUR (formado por la Argentina, el Brasil, el Paraguay y el Uruguay) con vistas a establecer una amplia asociación política y económica que abarque cuestiones políticas, de cooperación y comerciales.  El capítulo comercial apunta a la liberalización recíproca del comercio de bienes y servicios.  Con respecto a la agricultura, la cooperación entre las dos partes procura promover los intercambios mutuos de productos agropecuarios y acentuar la compatibilidad de la legislación sanitaria y fitosanitaria.  Con este fin se establecerá un sistema de información mutua sobre productos peligrosos y un sistema de alerta rápida.  Las negociaciones también procuran poner en aplicación ciertas disposiciones relativas al medio ambiente.
  Se discutirá por separado un acuerdo referente a los vinos y las bebidas espirituosas.  Está en consideración la liberalización del comercio de todos los productos no agropecuarios.  Las negociaciones también comprenden la protección de los derechos de propiedad intelectual, la política de competencia, disciplinas en el uso de instrumentos de defensa comercial, y el establecimiento de un mecanismo eficaz y vinculante de solución de diferencias.
  Como partes de las negociaciones en curso, las CE apoyan al MERCOSUR en su objetivo de convertirse en un mercado común para el 1º de enero de 2006.

48. Desde 2002 se han desarrollado activamente negociaciones sobre varios temas, que incluyen el acceso a los mercados de bienes y servicios, los procedimientos aduaneros, las normas y otros reglamentos técnicos, el comercio electrónico, la política de competencia, los derechos de propiedad intelectual, la solución de diferencias y las normas de origen.  Los criterios de origen son análogos a los del sistema paneuropeo (capítulo III 2) v)).  Además, se están completando discusiones sobre cooperación económica en varios sectores, entre ellos la agricultura, los servicios, la pesca, el medio ambiente y el turismo.
  En 2002, los intercambios de las CE con el MERCOSUR alcanzaron los 42.300 millones de euros por mercancías y 8.200 millones por servicios.  En el intercambio de productos agrícolas con el MERCOSUR las CE tienen un déficit comercial que en 2002 alcanzó los 12.600 millones de euros.  Se señala que los ingresos, los tipos de cambio reales y la infraestructura de las exportaciones son factores de importancia que influyen en las corrientes comerciales entre ambos bloques.
  Un estudio reciente del Banco Mundial, al analizar diferentes simulaciones, llega a la conclusión, de que el acuerdo entre las CE y el MERCOSUR supone una creación neta de comercio para los países participantes
,  pero los terceros países pierden con el acuerdo.  El estudio establece que los beneficios de la liberalización multilateral son cuatro veces mayores.

49. El 18 de noviembre de 2002, las CE y Chile firmaron un Acuerdo de Asociación concluyendo las negociaciones iniciadas en noviembre de 1999.  En materia de bienes se realizará una liberalización progresiva y recíproca durante un período de transición de 10 años, para un 97,1 de los intercambios bilaterales:  el 100 por ciento de los productos industriales, un 80,9 por ciento de los productos agrícolas y un 90,8 por ciento de los productos de la pesca.  En materia de servicios, el acuerdo establece una zona de libre comercio y la liberalización de las inversiones, los pagos y la circulación de capitales.  Establece la apertura recíproca de los mercados de contratación pública y una protección adecuada y eficaz de los derechos de propiedad intelectual.  También se han establecido normas generales en materias como los procedimientos aduaneros y conexos, y las normas y otros reglamentos técnicos.  El acuerdo contiene disposiciones específicas que facilitan el comercio de vinos y bebidas espirituosas y productos del reino animal y del reino vegetal.  También existen disposiciones sobre la cooperación entre las autoridades encargadas de la competencia y un mecanismo de solución de diferencias.
  Lo principal del acuerdo se ha aplicado con carácter provisional desde el 1º de febrero de 2003.
  Según una evaluación de efectos llevada a cabo por cuenta de la Comisión, la parte comercial del Acuerdo entre las CE y Chile debería generar un aumento del crecimiento anual de la economía chilena del 0,5 por ciento y mejorar los niveles de vida.
  En 2001, el comercio bilateral entre las CE y Chile alcanzó a 8.800 millones de euros.

50. El acuerdo de libre comercio entre las CE y México entró en vigor el 1º de julio de 2000.
  Con arreglo al sistema de liberalización asimétrica establecido, todos los derechos aplicados a la importación de productos industriales de México quedaron eliminados por las CE en 2003.  México debe suprimir todos los derechos aplicados a los productos industriales de las CE para 2007.
  La eliminación gradual de derechos en el comercio preferencial de productos de la agricultura y la pesca quedará completada en 2010.  En los dos primeros años de vigencia del Acuerdo, el comercio bilateral entre ambas partes aumentó un 28,3 por ciento.  En 2001, los intercambios bilaterales entre las CE y México alcanzaron un total de 22.300 millones de euros, pero en 2002 disminuyeron un 1,7 por ciento debido a la difícil situación económica mundial.  Las corrientes de inversión están en aumento;  en 2003 unas 5.000 empresas de México tenían sus casas matrices en la Unión Europea.  También se observa que aumentan las empresas mexicanas en las CE.

51. El establecimiento de la zona de libre comercio euromediterránea, el llamado "Proceso de Barcelona", tiene por meta el año 2010.  Se prevé que dé lugar al libre comercio de productos industriales y la liberalización progresiva del comercio de productos agropecuarios, así como de los servicios, entre los miembros de las CE y 12 interlocutores comerciales del Mediterráneo.
  El proceso también apuntará a la eliminación de obstáculos técnicos al comercio;  la armonización de normas fitosanitarias y veterinarias y de normas y procedimientos aduaneros;  la modernización de la agricultura, teniendo en cuenta preocupaciones relativas al medio ambiente;  la armonización de las normas de origen con el sistema paneuropeo (capítulo III 2) v));  y habrá de abarcar la protección de la propiedad intelectual y la política de competencia.  Una vez completado, comprenderá a unos 40 Estados y alrededor de 700 millones de consumidores.  Una parte esencial del proceso es la negociación de acuerdos de asociación euromediterráneos entre las CE y los distintos países mediterráneos;  esos acuerdos están sustituyendo los acuerdos de cooperación no recíprocos del decenio de 1970.  Las CE también apoyan los acuerdos de libre comercio entre países mediterráneos como modo de integración regional (por ejemplo, el Acuerdo de Agadir, concertado recientemente entre Marruecos, Túnez, Egipto y Jordania).

52. Desde 2002 han entrado en vigor tres nuevos acuerdos de asociación con países del Mediterráneo:  Jordania
, el Líbano
 y Egipto
, que han llevado a 11 el número de acuerdos de asociación firmados.
  Las negociaciones sobre el 12º acuerdo, el Acuerdo de Asociación entre la UE y Siria, se completaron en sus aspectos técnicos en diciembre de 2003.  Los acuerdos de libre comercio con interlocutores comerciales del Mediterráneo establecen la liberalización asimétrica del comercio, siendo más acelerada la que efectúan las CE;  los productos industriales del país mediterráneo asociado obtienen acceso libre de derechos y de contingentes en los mercados de la CE inmediatamente después de la entrada en vigor de los respectivos acuerdos.  En virtud de los acuerdos de asociación, los países del Mediterráneo asociados liberalizarán totalmente su comercio de productos industriales en un período de transición de 12 años (15 en el caso de Egipto).  Los acuerdos también disponen la liberalización recíproca de las importaciones de productos de la agricultura y la pesca, en bruto y elaborados, respecto de las cuales se otorgan concesiones mutuas en diversas formas que incluyen los aranceles nulos, menores derechos de importación (dentro y fuera de los contingentes) y el aumento de los contingentes arancelarios.  Esos acuerdos también comprenden la liberalización de los servicios y el derecho de establecimiento, los movimientos de capital, la contratación pública, las normas sobre la competencia, las normas de origen
 y los derechos de propiedad intelectual.

53. Los estudios en que se examinan las repercusiones de los acuerdos de asociación euromediterráneos indican que, en general, los beneficios estáticos en materia de eficiencia tienen efectos netos en el bienestar que son pequeños, pero positivos
, derivándose la mayor parte de esos beneficios de la reducción de obstáculos burocráticos y la armonización de regímenes reglamentarios.  En esos estudios se estima que los avances del bienestar se acentuarían si se liberalizaran más los intercambios de productos agrícolas y petroquímicos;  los efectos económicos serían óptimos si se procurara lograr una liberalización multilateral más profunda respecto del resto del mundo.
  Algunos estudios, sin embargo, presentan resultados negativos.

54. Los intercambios comerciales de las CE con países de la región del Golfo tienen por objetivo fomentar el diálogo político e impulsar la integración económica entre ambas partes, con vistas a diversificar e incrementar su comercio bilateral de manera sostenible;  y promover la integración regional dentro del Consejo de Cooperación del Golfo (CCG).  Después de una interrupción de más de 10 años, en marzo de 2002 se reiniciaron negociaciones entre las CE y el CCG (Arabia Saudita, Bahrein, los Emiratos Árabes Unidos, Kuwait, Omán y Qatar) tras la adopción de nuevas directrices de negociación por ambas partes y el compromiso del CCG de establecer una unión aduanera, que entró en vigor en enero de 2003.  Las actuales negociaciones han progresado a ritmo acelerado durante el período objeto de examen.
  Se han intercambiado ofertas en materia de mercancías, y las negociaciones se están centrando en las modalidades de la liberalización y los productos comprendidos.  En 2002, el comercio bilateral con la región del Golfo alcanzó los 54.000 millones de euros.  Las negociaciones en curso para un acuerdo comercial y de cooperación entre las CE y el Irán procuran promover sus relaciones económicas bilaterales.

55. Las CE firmaron en octubre de 1999 un Acuerdo en materia de Comercio, Desarrollo y Cooperación con Sudáfrica.  Dispone el establecimiento asimétrico (en favor de Sudáfrica) de una zona de libre comercio entre ambas partes en un período transitorio de 12 años.  Al término de ese período, Sudáfrica y las CE otorgarán mutuamente el régimen de libre comercio para los productos de la otra parte.  Las disposiciones relacionadas con el comercio incluidas en este Acuerdo se han aplicado con carácter provisional desde enero de 2000.

c)
Acuerdos preferenciales no recíprocos

El Acuerdo de Cotonou

56. El Acuerdo de Cotonou entre las CE y 78 países de África, el Caribe y el Pacifico (ACP) fue firmado en Cotonou el 23 de junio de 2000 y entró en vigor en abril de 2003.
  El Acuerdo está basado en tres pilares relacionados entre sí:  una dimensión política;  la cooperación financiera y para el desarrollo;  y la cooperación económica y comercial.  En virtud de esta última, los Estados ACP, con excepción de Sudáfrica
,  se benefician de preferencias comerciales no recíprocas durante un período preparatorio (2001-2007).
  Comprenden el régimen de franquicia para productos industriales, productos agrícolas elaborados y productos de la pesca, con sujeción a una cláusula de salvaguardia.  Para determinados productos (bananos, carne de vaca y de ternera y azúcar) las CE otorgan acceso especial a su mercado en virtud de "protocolos relativos a los productos básicos".  Las normas de origen preferenciales contienen prescripciones para productos determinados
, y establecen la acumulación regional.  Al término del período preparatorio (el 31 de diciembre de 2007 a más tardar), esas preferencias unilaterales quedarán sustituidas por acuerdos de asociación económica recíprocos, compatibles con el régimen de la OMC, entre las CE y cada uno de los países o grupos de países ACP.

57. Los acuerdos de asociación económica tienen por objeto en particular impulsar el desarrollo sostenible, integrar a los países ACP en la economía mundial y ayudarles a cumplir cabalmente las normas en vigor de la OMC.  El principio rector básico para estos acuerdos consiste en tomar como base y fortalecer los procesos de integración regional de los países ACP y establecer una diferenciación adecuada y la asimetría para tener en cuenta el nivel de desarrollo y sus efectos socioeconómicos en los países ACP.  Los acuerdos de asociación económica dispondrán la eliminación progresiva de las medidas arancelarias y no arancelarias entre las partes, tanto para los bienes como para los servicios.  También se espera que se refieran a obstáculos técnicos al comercio, así como a otras cuestiones relacionadas con el comercio.
  Las preocupaciones relativas al desarrollo quedarán reflejadas en la flexibilidad respecto del alcance de la liberalización, su asimetría, la duración de los períodos de transición, los intercambios comprendidos y sus excepciones, y el otorgamiento de medidas de ayuda por las CE.

58. En septiembre de 2002 se iniciaron negociaciones formales entre todos los países ACP y las CE sobre los acuerdos de asociación económica para definir la forma, la estructura y los principios de las negociaciones, y cuestiones horizontales de interés para todas las partes.  El Consejo de Ministros de los Estados ACP y los Comisarios de Comercio y Desarrollo de las CE adoptaron un informe conjunto de balance de la Fase I de las negociaciones en octubre de 2003.
  La Fase I ha logrado la convergencia sobre diversos asuntos, pero está prevista la continuación de las deliberaciones entre todos los países ACP y las CE.  Al mismo tiempo se han entablado las negociaciones de la Fase II sobre determinados acuerdos de asociación económica entre las CE y África Central (la CEMAC
 y Santo Tomé y Príncipe) el 4 de octubre de 2003;  África Occidental (la CEPAO
 y Mauritania), el 6 de octubre de 2003;  y África Oriental y Meridional, el 7 de febrero de 2004.

59. En 2002, los intercambios de mercancías de las CE con los países ACP alcanzaron un total de 58.500 millones de euros;  las CE importaron por unos 30.500 millones de euros y exportaron por unos 28.000 millones.  Las exportaciones de la UE a los países ACP en 2002 consistieron principalmente en máquinas y aparatos (26 por ciento), buques y embarcaciones (12 por ciento), vehículos (8 por ciento) y productos de las industrias químicas y conexas (10 por ciento).  En 2002, ocho productos representaron un 62 por ciento del total de las exportaciones de los países ACP:  el más importante fue el petróleo (28 por ciento), seguido por los diamantes (9 por ciento), el cacao (8 por ciento), el pescado (6 por ciento), la madera (4 por ciento), el azúcar (3 por ciento), el aluminio (2 por ciento) y el tabaco (2 por ciento).
  El porcentaje de las importaciones procedentes de los países ACP en el total de las importaciones de las CE disminuyó del 6,7 por ciento en 1976 al 3,11 por ciento en 2002.

El Sistema Generalizado de Preferencias (SGP)

60. El SGP de las CE para el período comprendido entre el 1º de enero de 2002 y el 31 de diciembre de 2004 tiene por objetivo simplificar y armonizar los procedimientos de diversos acuerdos a fin de mejorar el acceso de los países en desarrollo al mercado comunitario, asegurando a la vez la promoción de normas fundamentales de carácter social y protección del medio ambiente.
  Para alcanzar estos objetivos, el SGP comprende un mecanismo general y varios mecanismos especiales referentes a los países menos adelantados, los derechos laborales, el medio ambiente y la lucha contra la producción y el tráfico de estupefacientes.  El sistema beneficia a 143 Estados independientes y 36 países dependientes.

61. Con arreglo al mecanismo general, los productos comprendidos en el SGP se clasifican como sensibles o no sensibles.  Con pocas excepciones, casi todos los productos agropecuarios están clasificados como sensibles;  mientras que en los productos no sensibles predominan levemente los no agropecuarios.  Entre los productos sensibles no agropecuarios figuran textiles, prendas de vestir, alfombras y calzado.  Los productos no sensibles se benefician de la suspensión de aranceles, mientras que los sensibles gozan de reducciones arancelarias de 3,5 puntos porcentuales sobre los derechos del AAC para los tipos ad valorem y del 30 por ciento para los derechos específicos.
  Sin embargo, los productos de los capítulos 50 a 63 del SGP (principalmente textiles y prendas de vestir) obtienen una reducción del 20 por ciento en los derechos del AAC.  Los aranceles se suspenden totalmente cuando el régimen preferencial da lugar a derechos ad valorem no mayores del 1 por ciento o a derechos específicos no mayores de 2 euros.  Con el fin de estimular la formación de grupos regionales, se admite la acumulación del origen regional.
  Este sistema establece la exclusión de los países beneficiarios fundada en su grado de desarrollo, es decir, cuando están clasificados por el Banco Mundial como países de altos ingresos y también cuando han alcanzado determinado nivel de desarrollo industrial conforme a una fórmula establecida en el Reglamento.

62. Para lograr los objetivos sociales y ambientales, el SGP establece para los países que cumplen determinadas normas laborales y ambientales un incentivo adicional equivalente a una reducción de 5 puntos porcentuales en el AAC (lo que lleva la reducción cumulativa a 8,5 puntos porcentuales en los derechos ad valorem).  Las normas laborales incluyen disposiciones de convenios de la Organización Internacional del Trabajo sobre la abolición del trabajo forzado;  la libertad de sindicación y el derecho de negociación colectiva;  la no discriminación en el empleo y la ocupación;  y la abolición del trabajo infantil por la legislación nacional del país beneficiario.  Las normas ambientales cuyo cumplimiento se requiere son las reconocidas internacionalmente, en especial las de la Organización Internacional de las Maderas Tropicales.

63. El SGP de las CE incorpora la iniciativa "Todo menos armas", en virtud de la cual las CE otorgan acceso en régimen de franquicia, sin ninguna restricción cuantitativa, a los productos originarios de países menos adelantados, con excepción de las armas y municiones.  Estas oportunidades de acceso al mercado han estado en aplicación desde 2001, con excepciones temporales para el banano, el arroz y el azúcar.  El libre acceso para el banano, mediante un proceso de eliminación gradual de los aranceles, quedó establecido el 1º de enero de 2002 y se prevé que dé lugar a una liberalización completa el 1º de enero de 2006, cuando quedarán suspendidos todos los derechos aplicables al banano.  Se espera que se desarrolle un proceso similar de liberalización de aranceles para el arroz y el azúcar durante el período de 2006-2009.

64. Otras disposiciones especiales del SGP procuran promover la estabilidad política, económica y social en determinados países amenazados por la producción y el tráfico de estupefacientes.  Estas disposiciones suponen la suspensión total de los derechos del AAC aplicables a determinados productos industriales y de la agricultura.  El sistema también contiene disposiciones de salvaguardia que permiten a la Comisión suspender las preferencias arancelarias y restablecer los derechos del AAC cuando un producto originario de un país beneficiario se importa en condiciones que causan, o amenazan causar, dificultades graves a un productor comunitario de productos similares o directamente competidores.  La medida puede ser promovida por la Comisión, incluso a petición de un Estado miembro.

65. EL SGP ha contribuido a fomentar las posibilidades de los países en desarrollo de obtener acceso en condiciones favorables a los mercados de las CE;  éstas siguen siendo el principal interlocutor comercial de muchos países en desarrollo.  No obstante, existe una tendencia a la disminución de la participación en el comercio y los índices de utilización del SGP son bajos.  En general, numerosos estudios empíricos han llegado a la conclusión de que los mecanismos del SGP han tenido resultados insuficientes, que a lo sumo han permitido un aumento "modesto" de las importaciones procedentes de los Estados beneficiarios, y algunos de esos beneficios se han debido simplemente a una desviación del comercio.
 

Países y territorios de ultramar

66. Desde 1963, las CE han otorgado régimen de franquicia para todos los productos originarios de países y territorios de ultramar, en forma no recíproca, con sujeción a una disposición de salvaguardia.
   Las normas de origen disponen la acumulación con la Comunidad y los países ACP, sin límites, excepto para el arroz y el azúcar.  El acuerdo también contiene disposiciones sobre la reexpedición.  El 27 de noviembre de 2001, una decisión del Consejo sobre los acuerdos de asociación con países y territorios de ultramar dispuso el mantenimiento del régimen hasta el final de 2011.
� Tratado de la Unión Europea, DO C 325, 24.12.2002 [en línea].  La versión consolidada puede obtenerse en:  http://europa.eu.int/eur-lex/es/treaties/dat/EC_consol.pdf.





� Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, DO C 325, 24.12.2002 [en línea].





� El Tratado constitutivo de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero entró en vigor el 23 de julio de 1952 y expiró el 23 de julio de 2002;  ello supuso la desaparición de una de las estructuras fundacionales de las CE.





� Tratado de Niza, DO C 80, 10.03.2001 [en línea].





� Para una presentación detallada de las instituciones de las CE, véase:  http://europa.eu.int/institutions/index_es.htm.





� El Consejo de la Unión Europea es denominado también Consejo de Ministros, y no es lo mismo que el Consejo Europeo.  Este último está formado por los Jefes de Estado o de Gobierno de los Estados miembros de la Unión Europea y el Presidente de la Comisión Europea, y marca la orientación política de las CE.





� OMC (2002).





� La finalidad de los proyectos financiados por el Banco Europeo de Inversiones es contribuir al desarrollo equilibrado de las CE.





� Entre los organismos que responden a preocupaciones relacionadas con la seguridad cabe mencionar:  la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria;  la Agencia Europea de Seguridad Marítima;  la Agencia Europea de Seguridad Aérea;  y la Unidad Europea de Cooperación Judicial.





� En la convención participaron 105 representantes de los gobiernos y parlamentos nacionales de los Estados miembros, así como del Parlamento Europeo y la Comisión Europea.  Se mantuvieron también consultas con la sociedad civil.





� El Tribunal Europeo de Justicia ha ido aclarando la competencia exclusiva de la Comunidad sobre el comercio de mercancías a través de una serie de resoluciones.  Por ejemplo, el Tribunal estableció en su Opinión 1/75, [1975] ECR 1355 (no disponible en español), dictamen relativo a la interpretación de la norma de los costos locales, que la política comercial común estaba concebida en el tratado "en el contexto del funcionamiento del mercado común, para la defensa de intereses comunes de la Comunidad", y que si los Estados miembros reclamaban poderes concurrentes se corría el peligro de "comprometer la defensa efectiva" de estos intereses.





� La base jurídica de la legislación y los acuerdos relativos a los servicios de transporte internacional se encuentra en las disposiciones del Tratado constitutivo de la CE relativas a la política de transportes.





� Entre los temas que exigen una mayoría cualificada cabe mencionar:  la modificación del tipo de los aranceles;  la conclusión de acuerdos arancelarios y comerciales relativos al comercio de mercancías y servicios y los aspectos comerciales de la propiedad intelectual;  la uniformidad de las medidas de liberalización;  las políticas de exportación;  y las medidas de protección del comercio, como los derechos antidumping y compensatorios.





� Decisión 1999/468/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999.





� COM(2002); 275 final, "La gobernanza europea:  legislar mejor" [en línea].  Disponible en:  http://europa.eu.int/eur-lex/es/com/cnc/2002/com2002_0275es01.pdf.  Las consultas públicas sobre el Libro Blanco de la Comisión sobre la Gobernanza finalizaron el 31 de marzo de 2002.  Un 8 por ciento de las contribuciones procedió de terceros países.





� COM(2002), 704 final, "Hacia una cultura reforzada de consulta y diálogo - Principios generales y normas mínimas para la consulta de la Comisión a las partes interesadas" [en línea].  Disponible en:  http://europa.eu.int/comm/governance/docs/comm_standards_es.pdf.





� Disponible en:  http://europa.eu.int/eur-lex/es/index.html.





� Disponible en:  http://europa.eu.int/prelex/apcnet.cfm?CL=es.





� Disponible en:  http://europa.eu.int/celex/htm/celex_es.htm.





� Disponible en:  http://www.europa.eu.int/comm/civil_society/coneccs/index_en.htm (no disponible en español).  El objetivo de la base de datos CONECCS es servir de canal para consultar de manera formal o estructurada a las organizaciones de la sociedad civil.





� La Comisión se esfuerza por respetar un plazo de ocho semanas al menos para recibir respuestas a las consultas dirigidas por escrito al público y de 20 días laborables para avisar de las reuniones.





� DO C 325, 24 de diciembre de 2002;  este comité especial (denominado en ocasiones Comité del artículo 133) está formado por expertos de los Estados miembros y desempeña para la Comisión funciones de regulador permanente.





� Existe una competencia compartida en los siguientes ámbitos:  mercado interno;  cuestiones relacionadas con la libertad, la seguridad y la justicia;  agricultura y pesca (excluida la conservación de los recursos biológicos marinos);  transporte y redes transeuropeas;  energía;  política social;  cohesión económica, social y territorial;  medio ambiente;  protección de los consumidores;  y salud pública.





� Para una valoración crítica de la política comercial común de las CE, véase Hermann (2003).





� COM(2002), 276 final, Bruselas, 5 de junio de 2002, "Evaluación del impacto" [en línea].  Disponible en:  http://europa.eu.int/eur-lex/es/com/cnc/2002/com2002_0276es01.pdf.





� Tratado de Niza, artículo 2.





� COM (2003), 238, "Estrategia para el mercado interior - Prioridades del período de 2003-2006" [en línea].  Disponible en:  http://europa.eu.int/eur-lex/es/com/cnc/2003/com2003_0238es01.pdf.





� En circunstancias excepcionales, si los movimientos de capitales hacia, o desde, terceros países causan o amenazan causar graves dificultades al funcionamiento de la unión económica y monetaria, el Consejo puede adoptar medidas de salvaguardia con un plazo de vigencia no superior a seis meses, de ser estrictamente necesario.  Los Estados miembros pueden adoptar medidas para impedir la infracción de leyes y reglamentos nacionales (por motivos relacionados con la supervisión cautelar de las instituciones financieras);  y establecer procedimientos de declaración de los movimientos de capital por motivos relacionados con la obtención de información administrativa o estadística o por motivos de orden público o seguridad.





� Reglamento Nº 2157/2001, de 8 de octubre de 2001.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/01/1376, de 8 de octubre de 2001.





� Las normas tienen que proceder o bien del Consejo de Normas Internacionales de Contabilidad o bien de organizaciones independientes que establezcan normas internacionales de contabilidad.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/02/827, de 7 de junio de 2002.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/716, de 21 de mayo de 2003.





� Comisión Europea, MEMO/02/257, de 19 de noviembre de 2002.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/787, de 3 de junio de 2003.





� Comisión Europea, Comunicado de prensa IP/03/1593, de 25 de noviembre de 2003.





� Comisión Europea, MEMO/03/237, de 25 de noviembre de 2003.





� En términos generales, las CE se pueden describir como el centro neurálgico de una compleja red de acuerdos comerciales preferenciales.





� Se trata de:  Australia; el Canadá; los Estados Unidos; Hong Kong, China; el Japón; Nueva Zelandia; la República de Corea; Singapur; y el Taipei Chino.





� Para un examen detallado, véase Lamy (2002).





� Por ejemplo, en las negociaciones con Sudáfrica, México, algunos socios mediterráneos, MERCOSUR, acuerdos de estabilización y asociación, y los próximos acuerdos de asociación económica que se están abordando en las negociaciones iniciadas en septiembre de 2002.





� OMC (2004).





� OECD (2003d);  y Sampson y Woolcock (2003).





� Comisión Europea (2002g).





� Comisión Europea, "Cancun special:  Advancing the Doha Development Agenda.  The challenges ahead" [en línea].  Disponible en:  http://europa.euEC.int/comm/trade/issues/newround/doha_da/cancun/�index_en.htm.





� Las CE y sus Estados miembros, sumados, aportaron el 63 por ciento aproximadamente del total de las contribuciones recibidas por el Fondo Fiduciario de la OMC en 2003.  Según la Comisión, las CE y sus Estados miembros aportan casi la mitad de la asistencia técnica global en cuestiones relacionadas con el comercio.





� Documento S/DCS/W/EEC de la OMC, de 22 de abril de 2003.  Los compromisos son comunes para 12 miembros y específicos en los casos de Austria, Finlandia y Suecia.





� El plazo de tres meses para las renegociaciones ha sido prorrogado, de común acuerdo, hasta el 1º de junio de 2004.





� Entre ellas cabe mencionar, en 2002, las relativas a la cláusula de salvaguardia especial y las subvenciones a la exportación.





� Documento TN/DS/W/38 de la OMC, de 23 de enero de 2003.





� Los preparativos para la adhesión comenzaron respecto de los 13 países candidatos a ella en junio de 1993.  Para los 10 países, las primeras negociaciones sobre la adhesión comenzaron en marzo de 1998 y todas ellas concluyeron en diciembre de 2002;  su adhesión ha quedado ratificada mediante referendos nacionales.  Las relaciones comerciales entre las CE y los países de la adhesión están expuestas en OMC (2000b) y OMC (2002).  Los otros tres países candidatos a la adhesión son Bulgaria, Rumania y Turquía.





� En general, los países que se adhieren deben renunciar a sus acuerdos internacionales con terceros países que sean incompatibles con el acervo de la UE, o modificarlos.





� Los acuerdos de pesca concertados por los nuevos Estados miembros con terceros países serán administrados por la Comunidad.


� Véase, por ejemplo, Baldwin (1994) y Nilson (2000).





� DG Ampliación (sin fecha).





� Ben-David, Nordstrom y Winters (1999).





� Para un análisis detallado de las consecuencias económicas de la ampliación, véase Comisión Europea (2001).





� La AELC fue fundada en 1960 por Austria, Dinamarca, Noruega, Portugal, el Reino Unido, Suecia y Suiza.  Los miembros de la AELC disminuyeron al adherirse a las CE Dinamarca y el Reino Unido en 1973, Portugal en 1986 y Austria, Finlandia y Suecia en 1995.





� Pueden obtenerse más detalles en línea, en http://europa.eu.int/comm/ external_relations/eea/index.htm, y en http://secretariat.efta.int/Web/ EuropeanEconomicArea/EEAAgreement/ EEAAgreement. 





�Pueden obtenerse otros detalles en línea, en:  http://europa.eu.int/comm/external_relations/ switzerland/ intro/index.htm.





� Reglamento (CE) Nº 2007/2000 del Consejo, DO Nº L 240, de 23 de septiembre de 2000, modificado por última vez por el Reglamento (CE) Nº 2487/2001 de la Comisión, DO Nº L335, de 19 de diciembre de 2001.





� Albania, Bosnia-Herzegovina, Croacia, la ex República Yugoslava de Macedonia y Serbia y Montenegro.





� Hasta la ratificación de los AEA, las partes de esos dos acuerdos que se refieren a cuestiones comerciales están en vigor mediante acuerdos interinos.  El AEA con la ex República Yugoslava de Macedonia entró en vigor el 1º de abril de 2004.  





� En 2001 se firmó con estos países un Memorando de Entendimiento sobre facilitación y liberalización del comercio, con el auspicio del Pacto de Estabilidad para Europa Sudoriental, que compromete a esos países a concertar entre ellos una red de acuerdos bilaterales de libre comercio.





� La condición de Miembro de la OMC es un requisito para la negociación de los AEA.





� Para más información sobre las relaciones comerciales bilaterales de la UE con los Balcanes, véase la información en línea de la UE en: http://europa.eu.int/comm/trade/issues/bilateral/regions/ balkans/index_en.htm;  y http://europa.eu.int/comm/external_relations/see/index.htm.





� Unas 57 partidas del SA a nivel de 6 dígitos (OMC, 2004).  Véase información detallada en la Decisión 1/98 del Consejo de Asociación CE-Turquía, de 25 de febrero de 1998 relativa al régimen comercial aplicable a los productos agrícolas (98/223/CE).





� Puede obtenerse más información en línea en:  http://europa.eu.int/comm/trade/issues/bilateral/ regions/mercosur/index_en.htm.





� Primera Reunión del Comité de Negociaciones Birregionales MERCOSUR-UE [en línea];  puede consultarse en:  http:/www.europa.eu.int/comm/external_relations/MERCOSUR/ass_neg_text/bncl.htm.





� Puede obtenerse en línea más información sobre las relaciones de la UE con el MERCOSUR en:  http://europa.eu.int/comm/external_relations/mercosur/intro/index.htm#3.





� Martínez-Zarzoso y Nowak-Lehmann (2001) muestran que los ingresos de los exportadores e importadores tienen una influencia positiva en las corrientes comerciales bilaterales.  Por otra parte, el mejoramiento de la infraestructura del país exportador, así como los tipos de cambio reales, acrecienta las corrientes bilaterales.





� Estos beneficios se reducirán considerablemente para los países del MERCOSUR si la liberalización de la agricultura es mínima.





� Harrison, Rutherford y Gurgel (2003).





� Pueden obtenerse en línea detalles sobre las relaciones de las CE con Chile, en:  http://europa.eu.int/comm/trade/bilateral/chile/index_en.htm; y http://europa.eu.int/external_relations/ chile/asoc_agr/index.htm.





� Los procedimientos de adopción por el Congreso de Chile se completaron en enero de 2003. El Parlamento Europeo dio su conformidad en su sesión plenaria de 12 de febrero de 2003, pero el acuerdo tiene que ser ratificado todavía por los parlamentos nacionales.  El acuerdo de asociación fue notificado a la OMC en el documento WT/REG164/N/1, de 18 de febrero de 2004.





� Planistat (2003).





� Véanse los detalles en OMC (2002).





� El comercio de productos industriales representa más del 95 por ciento del total de los intercambios bilaterales.





� Pueden obtenerse en línea detalles sobre las relaciones de las CE con México, en:  http://europa.euEC.int/comm/external-relations/méxico/intro/index.htm y http://europa.euEC.int/comm/trade/issues/bilateral/countries/mexico/index_en.htm.





� Los 12 interlocutores comerciales del Mediterráneo son Argelia, la Autoridad Palestina, Chipre, Egipto, Israel, Jordania, el Líbano, Malta, Marruecos, Siria, Túnez y Turquía.





� Firmado en 1997 y entrado en vigor en mayo de 2002:  documento WT/TEG141/N/1 de la OMC, de 20 de diciembre de 2002.





� Firmado en 2002 y entrado en vigor con carácter interino el 1º de marzo de 2003: documento WT/REG153/N/1 de la OMC, de 4 de junio de 2003.





� Firmado en junio de 1999;  las disposiciones comerciales y relacionadas con el comercio entraron en vigor con carácter interino el 1º de enero de 2004.





� Chipre y Malta, con los que la UE tiene acuerdos de asociación, figuran entre los 10 países de la adhesión.  Turquía también formó una unión aduanera con la UE en enero de 1996.





� En un Protocolo sobre las normas de origen, aprobado en la Tercera Conferencia Ministerial Comercial Euromediterránea (Palermo, 7 de julio de 2003) se dispone la armonización de las normas de origen en la región euromediterránea extendiendo el sistema paneuropeo de acumulación del origen a los países asociados del Mediterráneo.  Para entrar en aplicación, el Protocolo tiene que insertarse en los acuerdos actuales, así como en los que se concierten, incluidos los acuerdos entre países mediterráneos, como el Acuerdo de Agadir.





� En algunos casos esto puede dar lugar a una pérdida para los países mediterráneos si los beneficios en términos de creación de comercio no son más importantes que las pérdidas de ingresos.





� Baert (2003).





� Brown et al. (1997) estiman que el efecto neto del Acuerdo de Libre Comercio Euromediterráneo con Túnez es levemente negativo a corto plazo debido a los costos de reajuste relacionados con el grado de movilidad intersectorial de los capitales y la mano de obra.  Konan y Maskus (1997) también llegan a la conclusión de que, en el caso de Egipto, un "acuerdo superficial" sólo provocaría desviación de comercio y daría lugar a un leve deterioro del bienestar.





� Entre marzo de 2002 y marzo de 2003 se llevaron a cabo cinco rondas de negociación 





� Puede obtenerse en línea más información sobre las relaciones comerciales bilaterales de la CE con los países del Golfo, en:  � HYPERLINK "http://europa.eu.int/comm/trade/issues/bilateral/regions/gcc/index_en.htm" ��http://europa.eu.int/comm/trade/issues/bilateral/regions/gcc/index_en.htm�;  y http://europa.eu.int/comm/external_relations/gulf/_cooperation/intro/index.htm.





� Véase el documento WT/REG113/N/1 de la OMC, de 21 de noviembre de 2000.





� Se trata de 48 Estados de África, que comprenden a todos los países subsaharianos, 15 Estados del Caribe y 15 Estados del Pacifico (la Republica Democrática de Timor Oriental se adhirió al Acuerdo de Cotonou en mayo de 2003).





� Sudáfrica es signataria del Acuerdo de Cotonou pero su participación en el Grupo ACP es con reservas (Protocolo Nº 3, sobre Sudáfrica, anexo al Acuerdo de Cotonou).  Las disposiciones del Acuerdo en materia de Comercio, Desarrollo y Cooperación entre las CE y Sudáfrica predominan respecto de las disposiciones del Acuerdo de Cotonou.





� El Acuerdo está amparado por una exención de la OMC aprobada en la Conferencia Ministerial de Doha, y que vence el 31 de diciembre de 2007.  Véase el documento WT/MIN(01)/15 de la OMC, de 14 de noviembre de 2001.





� Las prescripciones se refieren al contenido importado máximo, criterios de elaboración específicos, y el cambio de partida arancelaria.





� Estas cuestiones pueden incluir medidas sanitarias y fitosanitarias, los derechos de propiedad intelectual, la contratación pública, la política de competencia, las inversiones, el comercio y el medio ambiente, el comercio y las normas laborales, la reglamentación de la política de consumo y la protección de la salud del consumidor, la normalización y certificación y la seguridad alimentaria.





� Documento ACP/00/118/03 Rev.1 - ACP-EC/NG/NP/43 de las CE, de fecha 2 de octubre de 2003, que puede obtenerse en línea en:  http://trade-info.cec.eu.int/doclib/docs/2003/november/tradoc_114136.pdf.





� La CEMAC es la Comunidad Económica y Monetaria del África Central.





� La CEPAO es la Comunidad Económica de Países del África Occidental.





� Para la mayoría de los países ACP -y prácticamente todos los países africanos de ese grupo- la Comunidad es el principal interlocutor comercial.  En 2001, su comercio con las CE representó un 31 por ciento del total de las exportaciones de los países ACP (el 35 por ciento en el caso de los africanos) y el 29 por ciento de sus importaciones (el 37 por ciento en el caso de los africanos).  Pueden obtenerse en línea otros detalles del comercio entre las CE y los países ACP, en:  http://europa.eu.int/comm/trade/issues/bilateral/ regions/acp/index_en.htm.





� El SGP de las CE, para el período comprendido entre el 1º de enero de 2002 y el 31 de diciembre de 2004 se rige por el Reglamento (CE) Nº 2501/2001 del Consejo.  DO L 346/1, 10 de diciembre de 2001 [en línea].  Puede obtenerse en:  http://europa.eu.int/eur�lex/pri/es/oj/dat/2001/l_346/ l_34620011231es00010059.pdf.





� Con excepción del alcohol etílico sin desnaturalizar con un grado alcohólico volumétrico superior o igual a 80 por ciento;  alcohol etílico y aguardiente desnaturalizados de cualquier graduación, para los cuales la reducción de los derechos específicos es del 15 por ciento.





� Reglamento Nº 2454/93 de la Comisión.





� Reglamento (CE) Nº 416/2001;  y OMC (2001).





� Véase, por ejemplo, Ozden y Reinhardt (2003).  En un estudio similar en Panagariya, A. (2002) se llega a la conclusión de que las preferencias comerciales han tenido escasas repercusiones beneficiosas, más allá de las obvias transferencias de renta que acompañan la entrada de bienes en régimen de franquicia.  Se han extraído conclusiones análogas de un estudio anterior en Whalley (1990), en que se observaba que el trato especial y diferenciado, sobre todo a través del SGP, sólo había tenido efectos marginales en los resultados económicos de los países.  Brenton (2003) y Panagariya (2002) analizan los resultados insuficientes del mecanismo del SGP.





� La decisión de 1971 fue notificada con arreglo al artículo XXIV del GATT de 1947 y examinada por un grupo de trabajo (documento L/3611 del GATT, 18S/156, de 9 de noviembre de 1971).





